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sente proceso de amparo, que sólo puede tutelar al recu-
rrente, sin perjuicio de que esté pendiente de resolución 
el recurso de amparo núm. 5173-2002, interpuesto por 
aquéllos y en el que dichas quejas son planteadas; recurso 
que, tal como se expone en los antecedentes, finalmente 
no fue acumulado a esta causa en virtud de Auto de este 
Tribunal de 6 de junio de 2005. En cualquier caso, con 
independencia de lo anterior debe recordarse que, como 
hemos afirmado en la reciente STC 145/2005, de 6 de 
junio (FJ 9), este Tribunal «ha negado siempre la posibili-
dad de que quienes se personan en un proceso constitu-
cional de amparo a tenor del art. 51.2 LOTC, una vez admi-
tido a trámite el recurso (AATC 308/1990, de 18 de julio, y 
315/1995, de 20 de noviembre), puedan convertirse en 
codemandantes y pedir la reparación o la preservación de 
sus propios derechos fundamentales. Lo contrario impli-
caría la admisión de recursos de amparo formulados de 
manera extemporánea o sin cumplir los presupuestos 
procesales de admisibilidad, y la consiguiente irregular 
formulación de pretensiones propias, independientes del 
recurso de amparo ya admitido y al socaire de éste. En 
suma, quienes no interpusieron recurso de amparo den-
tro del plazo legal, o lo hicieron en términos inadmisibles, 
no pueden luego deducir pretensiones propias, indepen-
dientes del recurso de amparo admitido, que es el que 
acota el objeto del proceso. El papel de los restantes com-
parecientes queda reducido, pues, a formular alegaciones 
y a que se les notifiquen las resoluciones que recaigan en 
el proceso, que tiene por objeto, exclusivamente, las pre-
tensiones deducidas por quien lo interpuso en tiempo y 
forma (SSTC 241/1994, de 20 de julio, FJ 3; y 113/1998, de 
1 de junio, FJ 1)».

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Noureddine 
Salim Adoumalou.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de octubre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 19617 Sala Primera. Sentencia 264/2005, de 24 de 
octubre de 2005. Recurso de amparo 7203-2002. 
Interpuesto por la Asociación Española de Pro-
fesionales de la Gestión Aeroportuaria y de la 
Navegación Aérea (ASEPAN) frente a la Senten-
cia y Auto de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid que desestima-
ron su recurso de suplicación en litigio sobre 
cobertura de puestos de trabajo en AENA.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (incongruencia): Sentencia de suplica-
ción que se pronuncia sobre una pretensión 
ajena al proceso (STC 14/1984).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-

Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7203-2002, interpuesto 
por la Asociación Española de Profesionales de la Gestión 
Aeroportuaria y de la Navegación Aérea (ASEPAN), repre-
sentada por la Procuradora de los Tribunales doña Inma-
culada Díaz-Guardamino Dieffebruno y asistida por el 
Abogado don Salvador Santamaría y Aniceto, contra la 
Sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, núm. 408-2002, 
de fecha 29 de junio de 2002, recaída en el recurso de 
suplicación núm. 1310-2002, así como contra el Auto de 
31 de octubre de 2002 de la misma Sala que desestimó el 
incidente de nulidad de actuaciones promovido contra 
aquella resolución. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y 
han sido parte don Ramón Bustos Salcedo, don Jorge del 
Castillo Pérez, don Alfredo Moreno Hipólito, don Eduardo 
Rivas Fernández, doña Marta Sanz Matías y el Ente 
Público Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea 
(AENA), todos ellos representados por la Procuradora de 
los Tribunales doña Lucía Agulla Lanza y asistidos por el 
Abogado don José Manuel Soriano. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 18 
de diciembre de 2002 doña Inmaculada Díaz-Guardamino 
Dieffebruno, Procuradora de la Asociación Española de 
Profesionales de la Gestión Aeroportuaria y de la Navega-
ción Aérea (ASEPAN), interpuso recurso de amparo con-
tra las resoluciones judiciales indicadas en el encabeza-
miento de esta Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta el presente 
recurso son, en síntesis, los siguientes:

a) La asociación recurrente en amparo presentó, el 
10 de agosto de 2001, demanda ante el Juzgado de lo 
Social de Madrid solicitando la declaración de nulidad de 
pleno derecho de las actuaciones llevadas a cabo por 
AENA en la cobertura de cinco puestos de trabajo, consi-
derando que el ente público había prescindido total y 
absolutamente del procedimiento de selección de perso-
nal establecido al efecto. El suplico de su escrito pedía 
que se tuviera por deducida demanda contra AENA y con-
tra sus empleados don Jorge del Castillo Pérez, don 
Eduardo Rivas Fernández, don Ramón Bustos Pérez de 
Salcedo, don Alfredo Moreno Hipólito y doña Marta Sanz 
Matías, «en relación con las resoluciones que pudieron o 
debieron haberse dictado a efectos de aprobar o acordar 
tanto el inicio, como la tramitación y resolución del 
correspondiente proceso de selección con la consiguiente 
contratación de los mencionados empleados, y con los 
contratos de trabajo que de dichos procedimientos y reso-
luciones traen causa, con objeto de que se declaren nulas 
de pleno derecho las citadas resoluciones y los procedi-
mientos de selección que pudieron o debieron haberse 
arbitrado, declarando nula la selección de los interesados, 
así como igualmente nulos de pleno derecho los contra-
tos de trabajo subsiguientes».

El 18 de diciembre de 2001 el Juzgado de lo Social 
núm. 2 de Madrid dictó Sentencia en dicho proceso, que 
calificaba de reclamación por derechos, desestimando la 
pretensión actora. Señalaba el juzgador que por Real 
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Decreto 905/1991, de 14 de junio, se reguló el estatuto del 
ente público AENA y que el art. 63 del dicho Estatuto esta-
blece que la selección del personal a su servicio se hará 
de acuerdo con sistemas basados en los principios de 
mérito y capacidad, y, con excepción del personal direc-
tivo, mediante convocatoria pública. Con apoyo en ese 
fundamento normativo concluía que las contrataciones 
litigiosas, realizadas como «personal directivo», se habían 
ajustado a las previsiones rectoras de la materia, singular-
mente los arts. 62 y 63 del Estatuto citado, ya que este 
último precepto excluye de la «convocatoria pública» la 
selección del personal directivo de AENA y que la deter-
minación de qué puestos son «directivos» está atribuida 
al Presidente y al Consejo de Administración del ente 
público, según el art. 15.2 b) de dicho Estatuto.

b) ASEPAN recurrió en suplicación dicha Sentencia, 
reiterando en su recurso la pretensión que dedujo en la 
demanda que dio origen a las actuaciones, suplicando a 
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid que dictara Sentencia revocatoria de la dictada en 
instancia, condenando a AENA y al resto de los codeman-
dados, «declarando nulas de pleno derecho las resolucio-
nes y los procedimientos de selección que pudieron o 
debieron haberse arbitrado, declarando nula la selección 
de los trabajadores codemandados, así como igualmente 
nulos de pleno derecho los contratos de trabajo subsi-
guientes».

La Sección Primera de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid se pronunció en Sentencia 
de 29 de junio de 2002. Analizaba con carácter previo la 
recurribilidad por razón de la materia de la Sentencia dic-
tada por el Juzgado de lo Social núm. 2 de Madrid. Razo-
nando sobre ese particular, la Sala de lo Social caracteriza 
la materia litigiosa en unos términos que, como se preci-
sará después, la asociación recurrente en amparo estima 
por completo ajenos al objeto del proceso y del recurso 
de suplicación que interpuso, toda vez que la Sentencia 
viene a pronunciarse sobre la improcedencia del acceso 
al grado jurisdiccional de suplicación en casos en los que 
estén en juego modificaciones individuales o novaciones 
objetivas del contrato de trabajo relativas a movilidad 
funcional, entendiendo de aplicación por esa causa el art. 
138.4 LPL, que excluye aquel recurso frente a las senten-
cias dictadas en procesos de movilidad geográfica o de 
modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo. 
Dice la Sentencia, en ese sentido, que la Ley 11/1994, de 19 
de mayo, y los Reales Decretos Legislativos 1/1995, de 24 
de marzo, y 2/1995, de 7 de abril (arts. 41 LET y 138 LPL), 
hacen referencia a las novaciones objetivas del contrato 
laboral, encauzando todas ellas por la vía impugnatoria 
del art. 138 LPL, por su común origen y naturaleza, y que 
uno de los efectos de ello es que también las modificacio-
nes individuales serán irrecurribles en suplicación a tenor 
de lo dispuesto en el apartado cuarto de aquel precepto.

Situado en ese punto su razonamiento, realiza una 
serie de consideraciones para el encuadramiento del 
objeto del debate. Subraya, así, que el poder de organiza-
ción y dirección del empleador puede formalmente des-
plegarse de manera autónoma (ejerciéndolo directamente 
el empresario de forma directa y obligatoria para el traba-
jador) o bien puede autolimitarse por vía de acuerdo en 
convenio colectivo con las representaciones sindicales, 
ya que, gozando del derecho pleno, cabe disponer del 
mismo para regularlo convencionalmente. Mas esta limi-
tación en la forma aplicativa del ejercicio del citado poder 
directivo no condiciona la materia en la que se despliega, 
de tal modo que es la forma y no el fondo lo que se pacta 
colectivamente si se autolimita la designación del trabaja-
dor afectado por la novación remitiendo su designación 
individualizada respecto de la persona que venza en con-
curso entre los trabajadores, bien por sus mayores méri-
tos si concursan varios para modificación ascendente o 
bien por sus menores, si es descendente. De lo que cabe 

concluir –prosigue la Sentencia– que, por el fondo, los 
concursos de traslados, los de ascensos o aquellos desti-
nados a determinar el trabajador que por sus menores 
méritos ha de soportar la decisión novatoria de su con-
trato, inciden siempre en la dicción legal de movilidad 
funcional y deben ser encauzadas por la vía del art. 138 
LPL, lo que hace irrecurribles sus sentencias. Por todo lo 
cual desestima «por inadmisión el recurso de suplicación 
interpuesto por la Asociación Española de Profesionales 
de la Gestión Aeroportuaria y de la Navegación Aérea 
(ASEPAN) contra la sentencia dictada por el Juzgado de lo 
Social núm. 2 de los de Madrid, de fecha 18 de diciembre 
de 2001, en virtud de demanda 616/2001 formulada por 
dicha parte recurrente, contra AENA, D. Jorge del Castillo 
Pérez, D. Eduardo Rivas Fernández, D. Ramón Bustos 
Pérez de Salcedo, D. Alfredo Moreno Hipólito y Dña. Marta 
Sanz Matías en reclamación de derechos, y en consecuen-
cia, debemos confirmar y confirmamos la sentencia de 
instancia, sin hacer expreso pronunciamiento en costas».

En sus respectivos escritos de impugnación al recurso 
de suplicación, AENA y los restantes codemandados 
habían situado la cuestión a dilucidar en la determinación 
del cauce a seguir en las contrataciones laborales contro-
vertidas, haciendo alegaciones sobre el proceso de con-
tratación que fue objeto de debate en la instancia, sin que 
ninguno de ellos caracterizara la controversia como un 
supuesto de movilidad funcional o novación objetiva del 
contrato, ni planteara la hipótesis de la inadmisión del 
recurso de suplicación o, singularmente, la de la aplicabi-
lidad al caso de lo previsto en el art. 138.4 LPL.

c) El 13 de julio de 2002 ASEPAN solicitó aclaración 
de la Sentencia. Aducía en su escrito que en el segundo 
de sus fundamentos de Derecho se deslizaba un asunto 
ajeno por completo a la litis, cual es el de la novación 
objetiva de los arts. 41 LET y 138 LPL (modificaciones sus-
tanciales de las condiciones de trabajo), que, por lo que 
cabía deducir de la literalidad de dicho Fundamento, en 
particular de su último párrafo, probablemente tenía rela-
ción con otro asunto sustanciando ante la Sala, relativo a 
la indicada movilidad funcional, que no era sin embargo 
objeto del caso de autos, relativo a la selección y posterior 
contratación de personal de nuevo ingreso al servicio de 
un ente público.

La recurrente en amparo planteó igualmente incidente 
de nulidad de actuaciones, con fecha 30 de julio de 2002. 
Indicaba en su escrito que la Sentencia dictada en el 
recurso de suplicación trataba un asunto ajeno al resuelto 
en la instancia, causando indefensión e incurriendo en 
incongruencia del fallo. La demanda se interpuso en 
materia de derechos contra la incorporación a la plantilla 
de AENA del personal de nuevo ingreso que en la misma 
se indicaba y que se tenía por codemandado, por haberse 
prescindido total y absolutamente del procedimiento 
establecido en el art. 63 del Estatuto de AENA, mientras 
que, frente a ello, en la Sentencia de suplicación se resol-
vía con base en una hipotética demanda en materia de 
derechos y cantidad, por «novación objetiva», esto es, por 
«modificaciones sustanciales de las condiciones de tra-
bajo» producidas al amparo del art. 41 LET y tramitada en 
la instancia por la modalidad procesal prevista en el art. 
138 LPL, más concretamente por la incidencia en la movi-
lidad funcional de los concursos de traslado, ascenso o 
aquellos destinados a determinar en función del Conve-
nio el trabajador que por sus menores méritos debiera 
sufrir la decisión novatoria de su contrato. Ese error 
patente –proseguía su queja– llevó a la Sentencia a consi-
derar que al haberse resuelto en la instancia de acuerdo 
con el procedimiento establecido en el art. 138 LPL 
(cuando en realidad no fue así), no cabía recurso alguno 
de acuerdo con lo previsto en su apartado 4. Existiría por 
ello incongruencia por error, toda vez que se confirma 
una Sentencia dictada en un asunto sobre selección y 
contratación de personal de nuevo ingreso en un ente 
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público, en el que cabe recurso de suplicación, partiendo 
erróneamente de que la demanda se refiere a un asunto 
de modificaciones sustanciales de las condiciones de tra-
bajo, lo que no corresponde con la realidad. Y se incurrió 
a su vez en incongruencia omisiva, al dejarse sin res-
puesta los auténticos motivos planteados en el recurso de 
suplicación, tanto los encaminados, con fundamento en 
el apartado b) del art. 191 LPL, a la revisión de los hechos 
declarados probados, como los dirigidos, con apoyo en el 
apartado c) del art. 191 LPL, al examen de la infracción de 
normas sustantivas o de la jurisprudencia.

En dos Autos de la misma fecha, 31 de octubre de 
2002, la Sección Primera de la Sala de lo Social del Tribu-
nal Superior de Justicia de Madrid desestimó tanto la 
aclaración como el incidente de nulidad de actuaciones. 
En el correspondiente a la solicitud de aclaración se dis-
pone la inadmisibilidad de la pretensión, dado que lo que 
se pretende no es, tal y como se recoge en el art. 267.3 
LOPJ, «aclarar algún concepto oscuro o suplir cualquier 
omisión que contengan», sino una serie de pronuncia-
mientos que en realidad supondrían variaciones sustan-
ciales en la Sentencia dictada, vulnerando lo dispuesto en 
el art. 267.1 de la citada ley. El Auto que desestima el inci-
dente de nulidad de actuaciones, por su parte, contiene la 
ratio decidendi en el párrafo que dice: «A lo largo del 
escrito de solicitud de nulidad de actuaciones se sigue 
reiterando que en el encabezamiento de la sentencia se 
habla de “reclamación de derechos y cantidad”, sin 
embargo lo que no se dice es que en el fallo de la senten-
cia mencionada se recoge con claridad reclamación de 
derechos y hay que precisar que los recursos se interpo-
nen contra el fallo, por lo que esta cuestión está suficien-
temente claro sin que exista incongruencia alguna, ni se 
indique en ningún momento en qué consiste la indefen-
sión alegada, pretendiendo simplemente una sentencia 
más conforme a sus pretensiones».

3. ASEPAN, asociación recurrente en amparo, funda-
menta su demanda en la lesión del derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE). A su juicio, la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid se pro-
nuncia erróneamente sobre un asunto distinto y comple-
tamente ajeno al que había sido planteado y resuelto en la 
instancia, omitiendo, por el contrario, pronunciarse sobre 
los términos planteados en el recurso de suplicación. La 
Sentencia dictada en ese grado jurisdiccional resuelve 
como si se hubiera sustanciado el procedimiento estable-
cido en el art. 138 LPL, cuando en realidad no fue de ese 
modo.

Por otra parte, el Auto de 31 de octubre de 2002, con el 
que la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid resolvió el incidente de nulidad de actuaciones, 
resulta tan incongruente como la propia Sentencia, 
puesto que a pesar de reconocer que el objeto del inci-
dente de nulidad es precisamente la incongruencia por 
haberse resuelto sobre un asunto no planteado en la litis, 
ignorando el que verdaderamente era objeto de la misma, 
no llega a pronunciarse sobre dicha incongruencia, man-
teniendo con ello la indefensión causada por la Sentencia 
y la consiguiente vulneración del art. 24.1 CE.

En suma, a juicio de la recurrente, la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid ha incurrido 
de manera manifiesta en error y ha confundido los térmi-
nos del debate procesal, centrándolo, argumentando y 
fallando sobre algo que era ajeno a lo pedido. Ha incu-
rrido por ello, en primer lugar, en «incongruencia por 
error», que se produce (como en este caso) cuando el 
órgano judicial deja sin contestar alguna de (en el caso 
que nos ocupa, todas) las pretensiones sometidas a su 
consideración por las partes. E incurrió, en segundo tér-
mino, en incongruencia extra petita, que se da cuando el 
pronunciamiento recae sobre un tema que no está 
incluido en las pretensiones procesales (en el caso de 

autos, se plantea en la litis un supuesto de selección y 
posterior contratación de personal de nuevo ingreso en 
un ente público, pronunciándose la Sentencia de instan-
cia sobre este asunto, y la Sentencia de suplicación, en 
cambio, sobre un hipotético supuesto de modificación 
sustancial de las condiciones de trabajo, por movilidad 
funcional).

En consecuencia, la recurrente solicita la declaración 
de nulidad de ambas resoluciones, reponiendo las actua-
ciones al momento anterior a dictarse sentencia en el 
grado jurisdiccional de suplicación para que se resuelvan 
las pretensiones efectivamente formuladas.

4. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de 
Justicia de la Sala Primera de este Tribunal, de 7 de marzo 
de 2003, de conformidad con lo prevenido en el art. 88 de 
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, se requirió al 
Tribunal Superior de Justicia y al Juzgado de lo Social 
núm. 2 de Madrid para que en el plazo de diez días remi-
tieran, respectivamente, testimonio del recurso de supli-
cación núm. 1310-2002 y autos núm. 616-2001.

5. En providencia de 27 de octubre de 2003, la Sec-
ción Primera acordó la admisión a trámite de la demanda 
de amparo formulada por la Asociación Española de Pro-
fesionales de la Gestión Aeroportuaria y de la Navegación 
Aérea, y a tenor de lo dispuesto en el art. 51 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional, y al haberse recibido 
los testimonios de las actuaciones remitidos por el Tribu-
nal Superior de Justicia de Madrid y el Juzgado de lo 
Social núm. 2 de Madrid, se requirió a este último para 
que emplazare a quienes fueron parte en el procedimiento 
núm. 616-2001, con excepción del recurrente en amparo, 
que aparece ya personado, para que en el plazo de diez 
días pudieran comparecer en este proceso constitucional, 
con traslado a dichos efectos de copia de la demanda pre-
sentada.

6. Por diligencia de ordenación de 2 de diciembre 
de 2003 de la Secretaría de Justicia de la Sala Primera de 
este Tribunal se tuvo por personada a la Procuradora doña 
Lucía Agulla Lanza, en nombre y representación de don 
Ramón Bustos Salcedo, don Jorge del Castillo Pérez, don 
Alfredo Moreno Hipólito, don Eduardo Rivas Fernández y 
doña Marta Sanz Matías.

En nueva diligencia, de 7 de enero de 2004, se tuvo 
por personada y parte en nombre y representación de 
Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea (AENA) a la 
misma Procuradora citada, y a tenor de lo dispuesto en el 
art. 52 de la Ley Orgánica de este Tribunal se dio vista de 
todas las actuaciones del presente recurso de amparo, en 
la Secretaría de la Sala, por un plazo común de veinte 
días, al Ministerio Fiscal y a las partes personadas, para 
que dentro de dicho término pudieran presentar las alega-
ciones que a su derecho conviniera.

7. La recurrente en amparo no presentó alegacio-
nes, según se hace constar en diligencia de 23 de febrero 
de 2004.

8. Doña Lucía Agulla Lanza, Procuradora de los Tri-
bunales y de don Ramón Bustos Salcedo, don Jorge del 
Castillo Pérez, don Alfredo Moreno Hipólito, don Eduardo 
Rivas Fernández, doña Marta Sanz Matías y del Ente 
Público Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea 
(AENA), presentó sus alegaciones con fecha 6 de febrero 
de 2004. Entiende que la resolución recurrida en amparo 
es el Auto que cerró el proceso, pronunciamiento que a su 
juicio resolvió las pretensiones que se planteaban. Sos-
tiene que no es admisible que se invoque la existencia de 
incongruencia, en cualquiera de sus vertientes, cuando lo 
único que se advierte es la insatisfacción de una parte que 
no acepta que las resoluciones dictadas hayan sido con-
trarias a sus intereses.
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9. En escrito registrado el 16 de enero de 2004 el Minis-
terio Fiscal interesó la estimación de la demanda. Afirma 
que en el presente caso la desconexión entre el fallo y lo 
pretendido resulta patente, no apareciendo vinculación 
alguna entre uno y otro aspecto. La Sentencia impugnada 
no se refiere en ningún momento a la asociación accionante; 
no alude a ninguna de sus extensas alegaciones; se limita –
tras un primer y amplísimo fundamento jurídico referido a la 
oportunidad de adoptar en la resolución que se dicta la 
forma de Sentencia y no la de auto– a hacer una genérica 
referencia a las novaciones objetivas del contrato laboral, 
que nadie postulaba en la demanda, ni se mencionan en la 
Sentencia de instancia, ni tampoco en el recurso de suplica-
ción deducido frente a ésta; no hace alusión alguna al art. 63 
del Estatuto de AENA, que desde el punto de vista de la lega-
lidad ordinaria parece ser el elemento fundamental con 
base en el cual defender la legalidad o ilegalidad del modo 
de nombramiento de los cinco trabajadores contratados; no 
argumenta ni razona acerca del carácter de AENA y del 
modo de desarrollar sus cometidos, pues ni siquiera se llega 
a nombrar a tal entidad estatal empresarial, omitiendo cual-
quier referencia a la misma y en consecuencia al debate 
seguido en la instancia acerca de su naturaleza jurídica, 
extremo de capital importancia en orden a determinar su 
modo de operar en el ámbito patrimonial y de personal, en 
cuánto organismo híbrido integrado tanto en el sector 
público como en el privado.

Pero resulta más llamativo aún –prosigue el Ministe-
rio Fiscal– el contumaz mantenimiento de lo fallado en la 
Sentencia cuando frente a ella se deduce el oportuno inci-
dente de nulidad de actuaciones en el que se denuncia la 
incongruencia, y al que se da respuesta mediante el Auto 
de fecha 31 de octubre de 2002, en el que, tras hacerse 
una genérica exposición cuasi pedagógica acerca del inci-
dente de nulidad de actuaciones, no se realiza después 
consideración alguna con respecto a lo que constituye el 
objeto del proceso laboral subyacente, impidiendo cono-
cer a la entidad recurrente en amparo cuál es el motivo o 
motivos que determinan con relación a lo pedido la deci-
sión desestimatoria que se contiene en las resoluciones 
impugnadas. El órgano judicial, en definitiva, se pronun-
cia sobre un supuesto de hecho que en nada tiene que ver 
con el sometido a su examen, vulnerando así el derecho 
de defensa de la parte.

Por lo expuesto, solicita el Fiscal el otorgamiento del 
amparo, el reconocimiento a la sociedad recurrente de su 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (24.1 CE) 
y la declaración de nulidad de la resoluciones impugna-
das, retrotrayendo los autos al momento inmediatamente 
anterior al de dictar sentencia, para que por el órgano 
judicial se resuelva con respeto al derecho a la tutela judi-
cial efectiva.

10. Por providencia de 18 de octubre de 2005 se 
señaló para la deliberación y fallo de la presente Senten-
cia el día 24 de dicho mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo se dirige contra la 
Sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, núm. 408/2002, de 
fecha 29 de junio de 2002, recaída en el recurso de suplica-
ción núm. 1310-2002, así como contra el Auto de 31 de 
octubre de 2002 de la misma Sala que desestimó el inci-
dente de nulidad de actuaciones promovido contra aquella 
resolución. La Sentencia citada confirmó el fallo de la dic-
tada en instancia por el Juzgado de lo Social núm. 2 de 
Madrid, de fecha 18 de diciembre de 2001, si bien lo hizo 
sin entrar en el fondo del asunto, considerando que no 
procedía el recurso de suplicación por razón de la materia 
(con base en lo dispuesto en el art. 138.4 de la Ley de pro-
cedimiento laboral: LPL). El Auto sucesivo, de 31 de octu-
bre de 2002, con el que la Sala resuelve el incidente de 

nulidad de actuaciones formalizado por indefensión e 
incongruencia de la Sentencia de suplicación, razona que 
no procede apreciar esas infracciones porque el fallo de la 
Sentencia mencionada recoge con claridad la calificación 
«reclamación de derechos», ámbito en el que efectiva-
mente se encuadraba lo solicitado en el proceso, de 
manera que, «al interponerse los recursos» contra el fallo, 
no podría darse incongruencia alguna, ni tampoco la inde-
fensión alegada.

El recurrente en amparo aduce que las resoluciones 
judiciales impugnadas vulneran el derecho a la tutela judi-
cial efectiva (art. 24.1 CE) porque, partiendo de un error 
sobre el objeto del proceso, la Sentencia dictada en supli-
cación incurre en incongruencia, lesión que el Auto poste-
rior no repara, dejando sin respuesta lo solicitado en el 
recurso al estimar que la litis quedaba referida a una 
cuestión distinta a la verdaderamente planteada, lo que 
lleva a aplicar erróneamente lo dispuesto en el art. 138.4 
LPL sobre el acceso a la suplicación laboral, previsto en 
realidad para supuestos completamente diversos al que 
se enjuiciaba en el proceso. El Ministerio Fiscal comparte 
esas alegaciones y solicita igualmente el otorgamiento 
del amparo, mientras que AENA y los trabajadores que 
han comparecido en este procedimiento constitucional se 
oponen a la existencia de las vulneraciones denunciadas, 
sosteniendo que la pretensión de la parte recurrente sólo 
es expresiva de su discrepancia con lo resuelto por los 
órganos judiciales, por contrario a sus intereses, care-
ciendo su queja de contenido constitucional.

2. Este Tribunal ha venido afirmando, en una reite-
rada y consolidada doctrina, que el derecho a la tutela 
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) incluye el 
derecho a obtener de los órganos judiciales una respuesta 
razonable, motivada, fundada en Derecho y congruente 
con las pretensiones oportunamente deducidas por las 
partes durante la sustanciación del proceso (STC 218/2004, 
de 29 de noviembre, FJ 2, por todas). En el caso ahora 
enjuiciado debemos determinar, en concreto, si la Sen-
tencia dictada en el grado jurisdiccional de suplicación e 
impugnada en amparo ha incurrido, tal como aduce la 
parte recurrente, en un vicio procesal de incongruencia, 
lesivo del referido derecho fundamental en su vertiente 
de acceso a los recursos legalmente procedentes.

La congruencia viene referida desde un punto de vista 
procesal al deber de decidir por parte de los órganos judi-
ciales resolviendo los litigios que a su consideración se 
sometan, a su potestas en definitiva, exigiendo que el 
órgano judicial ofrezca respuesta a las distintas pretensio-
nes formuladas por las partes a lo largo del proceso, a 
todas ellas, pero sólo a ellas, evitando que se produzca un 
«desajuste entre el fallo judicial y los términos en que las 
partes formularon sus pretensiones, concediendo más o 
menos o cosa distinta de lo pedido» (SSTC 124/2000, de 
16 de mayo, FJ 3; 114/2003, de 16 de junio, FJ 3; ó 174/2004, 
de 18 de octubre, FJ 3; entre muchas otras).

Recordaba en ese sentido la STC 130/2004, de 19 de 
julio, que desde pronunciamientos aún iniciales como la 
STC 20/1982, de 5 de mayo (FFJJ 1 a 3), hemos definido en 
una constante y consolidada jurisprudencia el vicio de 
incongruencia como aquel desajuste entre el fallo judicial 
y los términos en los que las partes han formulado su 
pretensión o pretensiones que constituyen el objeto del 
proceso en los escritos esenciales del mismo. Al conceder 
más, menos o cosa distinta a lo pedido, el órgano judicial 
incurre en las formas de incongruencia conocidas como 
ultra petita, citra petita o extra petita partium. Son muy 
numerosas las decisiones en las que este Tribunal ha 
abordado la relevancia constitucional del vicio de incon-
gruencia de las resoluciones judiciales, precisando cómo 
y en qué casos una resolución incongruente puede lesio-
nar el derecho fundamental reconocido en el art. 24.1 CE. 
Se ha elaborado así un cuerpo de doctrina consolidado, 
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que puede sistematizarse, a los efectos que a este amparo 
interesan, en los siguientes puntos:

a) El vicio de incongruencia, entendido como des-
ajuste entre el fallo judicial y los términos en que las par-
tes han formulado sus pretensiones, concediendo más o 
menos o cosa distinta de lo pedido, puede entrañar una 
vulneración del principio de contradicción constitutiva de 
una efectiva denegación del derecho a la tutela judicial 
siempre y cuando la desviación sea de tal naturaleza que 
suponga una sustancial modificación de los términos en 
los que discurrió la controversia procesal. El juicio sobre 
la congruencia de la resolución judicial precisa de la con-
frontación entre su parte dispositiva y el objeto del pro-
ceso delimitado por sus elementos subjetivos –partes– y 
objetivos –causa de pedir y petitum–. Ciñéndonos a estos 
últimos, la adecuación debe extenderse tanto al resultado 
que el litigante pretende obtener, como a los hechos que 
sustentan la pretensión y al fundamento jurídico que la 
nutre, sin que las resoluciones judiciales puedan modifi-
car la causa petendi, alterando de oficio la acción ejerci-
tada, pues se habrían dictado sin oportunidad de debate, 
ni de defensa, sobre las nuevas posiciones en que el 
órgano judicial sitúa el thema decidendi.

b) Dentro de la incongruencia hemos venido distin-
guiendo, de un lado, la incongruencia omisiva o ex silen-
tio, que se produce cuando el órgano judicial deja sin 
contestar alguna de las pretensiones sometidas a su con-
sideración por las partes, siempre que no quepa interpre-
tar razonablemente el silencio judicial como una desesti-
mación tácita cuya motivación pueda inducirse del 
conjunto de los razonamientos contenidos en la resolu-
ción, y sin que sea necesaria, para la satisfacción del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, una contestación explícita 
y pormenorizada a todas y cada una de las alegaciones 
que se aducen por las partes como fundamento de su 
pretensión, pudiendo bastar, en atención a las circunstan-
cias particulares concurrentes, con una respuesta global o 
genérica, aunque se omita respecto de alegaciones con-
cretas no sustanciales.

De otro lado, la denominada incongruencia por exceso 
o extra petitum, que se produce cuando el órgano judicial 
concede algo no pedido o se pronuncia sobre una preten-
sión que no fue oportunamente deducida por los litigan-
tes, e implica un desajuste o inadecuación entre el fallo o 
la parte dispositiva de la resolución judicial y los términos 
en que las partes formularon sus pretensiones. En este 
sentido ha de recordarse que el principio iura novit curia 
permite al Juez fundar el fallo en los preceptos legales o 
normas jurídicas que sean de pertinente aplicación al 
caso, aunque los litigantes no las hubieren invocado, y 
que el juzgador sólo está vinculado por la esencia y sus-
tancia de lo pedido y discutido en el pleito, no por la lite-
ralidad de las concretas pretensiones ejercitadas, tal y 
como hayan sido formuladas por los litigantes, de forma 
que no existirá incongruencia extra petitum cuando el 
Juez o Tribunal decida o se pronuncie sobre una de ellas 
que, aun cuando no fuera formal y expresamente ejerci-
tada, estuviera implícita o fuera consecuencia inescindi-
ble o necesaria de los pedimentos articulados o de la 
cuestión principal debatida en el proceso.

Más concretamente, desde la perspectiva constitucio-
nal, este Tribunal ha venido declarando reiteradamente 
que, para que la incongruencia por exceso adquiera rele-
vancia constitucional y pueda ser constitutiva de una 
lesión del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE), se requiere que la desviación o desajuste entre el 
fallo judicial y los términos en que las partes hayan for-
mulado sus pretensiones, por conceder más de lo pedido 
(ultra petitum) o algo distinto de lo pedido (extra petitum), 
suponga una modificación sustancial del objeto procesal, 
con la consiguiente indefensión y sustracción a las partes 
del verdadero debate contradictorio, produciéndose un 

fallo extraño a las respectivas pretensiones de las partes, 
de forma que la decisión judicial se haya pronunciado 
sobre temas o materias no debatidas oportunamente en 
el proceso y respecto de las cuales, por consiguiente, las 
partes no tuvieron la oportunidad de ejercitar adecuada-
mente su derecho de defensa, formulando o exponiendo 
las alegaciones que tuvieran por conveniente en apoyo de 
sus respectivas posiciones procesales.

En algunas ocasiones, tiene declarado este Tribunal, 
ambos tipos de incongruencia pueden presentarse unidas, 
dándose la llamada incongruencia por error, que es aquélla 
en la que concurren al unísono las dos anteriores clases de 
incongruencia. En efecto, se trata de supuestos en los que, 
por error de cualquier género sufrido por el órgano judicial, 
no se resuelve sobre la pretensión o pretensiones formula-
das por las partes en la demanda o sobre los motivos del 
recurso, sino que equivocadamente se razona sobre otra 
pretensión absolutamente ajena al debate procesal plan-
teado, dejando al mismo tiempo aquélla sin respuesta (por 
todas, SSTC 15/1999, de 22 de febrero, FJ 2; 124/2000, de 16 
de mayo, FJ 3;182/2000, de 10 de julio, FJ 3; 213/2000, de 18 
de septiembre, FJ 3; 211/2003, de 1 de diciembre, FJ 4; 
8/2004, de 9 de febrero, FJ 4).

3. A la luz de esa doctrina constitucional, transcrita 
de la citada STC 130/2004, ha de ser examinada la queja 
de la recurrente en amparo, que, a tenor de la argumenta-
ción en la que la sustenta, ha de encuadrarse en la falta de 
congruencia de la resolución judicial impugnada.

Pues bien, desde la perspectiva constitucional que 
nos ocupa ha de concluirse, tras el examen de las actua-
ciones judiciales y como pone de manifiesto el Ministerio 
Fiscal, que el órgano judicial en la Sentencia de suplica-
ción recurrida en amparo ha incurrido, efectivamente, en 
un vicio de incongruencia, al haber alterado sustancial-
mente los términos del debate procesal suscitado con 
ocasión del recurso, pronunciándose sobre una preten-
sión ajena por completo al objeto del proceso y no susci-
tada por ninguna de las partes en el grado jurisdiccional 
de suplicación. En efecto, el recurso de suplicación de la 
asociación demandante de amparo, que tenía por objeto 
la Sentencia dictada por el Juzgado de lo Social núm. 2 de 
Madrid, por la que se había considerado que las contrata-
ciones realizadas por el ente público AENA eran confor-
mes a Derecho, solicitaba la revisión de los hechos proba-
dos, al amparo del art. 191 b) LPL, y la revisión del fallo de 
instancia, con base en el art. 191 c) LPL, por la infracción, 
en esencia, de lo dispuesto en el art. 63 del Estatuto de 
AENA. En sus escritos de impugnación los codemanda-
dos mostraban su conformidad con la resolución recu-
rrida, situando asimismo el debate sustantivo en la regu-
laridad del proceso de selección de personal, como hizo el 
juzgador a quo y había planteado ASEPAN.

Pese a los términos en los que había quedado delimi-
tado el debate procesal y en los que las partes formularon 
sus pretensiones –la procedencia o improcedencia de las 
contrataciones realizadas por AENA–, la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid concluyó su 
enjuiciamiento declarando que no cabía recurso de supli-
cación por razón de la materia. Lo hizo ofreciendo argu-
mentos jurídicos que ponen de manifiesto una desco-
nexión patente entre la fundamentación de la resolución 
y lo pretendido por la parte recurrente, no apareciendo 
vinculación alguna entre lo uno y lo otro. La Sentencia 
impugnada, en efecto, sitúa la cuestión controvertida en 
el terreno de las novaciones objetivas del contrato de tra-
bajo, que nadie alegaba en la demanda, ni mencionaban 
tampoco la Sentencia de instancia ni el recurso de supli-
cación deducido frente a ella. No hace alusión alguna al 
art. 63 del Estatuto de AENA, ni a la normativa relacio-
nada que se invocaba por las partes, ni conecta en 
momento alguno la cuestión que resuelve con los perfiles 
del caso enjuiciado, relativo a la contratación por AENA 
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de los cinco trabajadores codemandados, sin que, como 
señala el Ministerio Fiscal, se alcance a revelar un engarce 
o nexo siquiera potencial entre sus extensas disquisiciones 
y el particular objeto sometido al examen jurisdiccional, 
que no era otro que el de la adecuación normativa de 
aquellas contrataciones.

Tal alteración del debate procesal y desajuste entre las 
pretensiones formuladas por las partes y la decisión judi-
cial adoptada no encuentra cobertura entre las facultades 
de oficio del órgano judicial, ni en modo alguno puede 
apoyarse en los escritos o alegaciones presentados por 
las partes, constituyendo en sentido estricto un vicio de 
incongruencia derivado de un error sobre el objeto del 
proceso. En este caso, en efecto, no es tanto que se haya 
privado a las partes de la oportunidad de ejercitar adecua-
damente su derecho de defensa, formulando o expo-
niendo las alegaciones que tuvieran por conveniente en 
apoyo de sus respectivas posiciones procesales sobre la 
causa en la que el órgano judicial ha fundado su decisión 
respecto de lo efectivamente planteado (en ese sentido, 
por ejemplo, STC 53/2005, de 14 de marzo), como que, 
siendo la resolución judicial por completo ajena a la 
acción ejercitada, por causa del error reseñado, se pro-
duce una falta de respuesta a los motivos planteados en 
el grado jurisdiccional de suplicación, resultando infrin-
gido el derecho a una resolución acorde a lo solicitado, 
congruente con las pretensiones.

4. El Auto resolutorio del incidente de nulidad de 
actuaciones no repara la vulneración enunciada. Se sirve 
de un dato meramente formal –el tenor del fallo de la Sen-
tencia cuya nulidad se le solicitaba– para salvar con ese 
expediente técnico una incongruencia notoria, no 
haciendo consideración alguna con respecto a lo que 
constituye el objeto del proceso laboral subyacente, impi-
diendo así conocer a la recurrente cuál es el motivo o 
motivos que determinan el rechazo de su pretensión, tal 
como, acertadamente, señala el Ministerio Fiscal.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la Asociación Espa-
ñola de Profesionales de la Gestión Aeroportuaria y de la 
Navegación Aérea (ASEPAN) y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Anular la Sentencia de la Sección Primera de la 
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid, núm. 408/2002, de fecha 29 de junio de 2002, 
recaída en el recurso de suplicación núm. 1310-2002, así 
como el Auto de 31 de octubre de 2002 de la misma Sala 
que desestimó el incidente de nulidad de actuaciones 
planteado contra la referida Sentencia.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
de dictarse Sentencia, a fin de que por la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid se dicte otra 
nueva respetuosa con el derecho fundamental recono-
cido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de octubre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 19618 Sala Primera. Sentencia 265/2005, de 24 de 
octubre de 2005. Recurso de amparo 7287-2002. 
Promovido por don Martín Vicente Llavador 
Carretero respecto a la Sentencia de la Sección 
Quinta de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Supremo que inadmitió su 
recurso de casación en litigio sobre las normas 
subsidiarias de planeamiento de Bocairent 
(Valencia).

 Supuesta vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva (acceso al recurso legal): 
inadmisión de recurso de casación conten-
cioso-administrativo por prepararlo sin exposi-
ción sucinta de la concurrencia de sus requisi-
tos. Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo 
Pérez Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7287-2002, promovido 
por don Martín Vicente Llavador Carretero, representado 
por la Procuradora de los Tribunales doña Mercedes Albí 
Murcia y asistido por la Letrada doña María Blanca Blan-
quer Prats, contra la Sentencia de la Sección Quinta de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Su-
premo de 18 de noviembre de 2002, por la que se inad-
mite el recurso de casación (núm. 4386/98) interpuesto 
contra la Sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de la Comunidad Valenciana de 14 de marzo de 1998, 
parcialmente estimatoria de recurso contencioso-admi-
nistrativo formulado contra las normas subsidiarias del 
planeamiento de Bocairent (Valencia). Han intervenido el 
Ayuntamiento de Bocairent, representado por el Procura-
dor de los Tribunales don Julián Sanz Aragón y asistido 
por el Abogado don Francisco Hurtado Orts, la Letrada de 
la Generalidad Valenciana y el Ministerio Fiscal. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Javier Delgado Barrio, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General de 
este Tribunal el 21 de diciembre de 2002, la Procuradora 
de los Tribunales doña Mercedes Albí Murcia, en nombre 
y representación de don Martín Vicente Llavador Carre-
tero, interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de 
la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Supremo de 18 de noviembre de 2002, 
dictada en el recurso de casación núm. 4386/98.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de 
amparo son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El demandante de amparo interpuso recurso con-
tencioso-administrativo contra la Resolución de la Conse-
jería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la 
Generalidad Valenciana de 23 de enero de 1995, que des-
estimó el recurso ordinario formulado contra el acto apro-
batorio de las normas subsidiarias del planeamiento de 
Bocairent. En Sentencia de 14 de marzo de 1995 la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 


